
Apuntes sobre derecho de rectificación. 

Tras la aprobación de la Ley Orgánica 2/1984, la sentencia del Tribunal Constitucional 
168-86, de 22 de diciembre, concretó el contenido del derecho de rectificación en
sintonía con lo previsto en su art. 1 y lo definió como «la facultad otorgada a toda
persona, natural o jurídica, de rectificar la información difundida, por cualquier medio
de comunicación social de hechos que le aludan, que considere inexactos y cuya
divulgación pueda causarle perjuicio, y afirmó el carácter instrumental del derecho de
rectificación al declarar que se trata de un medio de que dispone la persona aludida
para prevenir o evitar el perjuicio que una determinada información pueda irrogarle en
su honor o en cualesquiera otros derechos o intereses legítimos, cuando considere
que los hechos lesivos mencionados en la misma no son exactos.

La STC 139/2021, de 12 de julio, con cita de otra anterior, ha declarado que 
«funcionalmente, el derecho de rectificación opera como complemento de la 
información que se ofrece a la opinión pública y, por tanto, como un complemento de 
la garantía de libre formación de la opinión pública mediante la aportación de una 
"contra versión" sobre los hechos contenidos en la noticia difundida por un medio de 
comunicación». En esta misma sentencia, el Tribunal Constitucional afirma que «la 
"función del control jurídico de la regularidad de la rectificación instada, conferida por 
la ley a los jueces y tribunales faculta a estos para ordenar la publicación solamente 
parcial de la rectificación, excluyendo las opiniones o, dicho de otra forma, aquel 
contenido que no se refiera única y exclusivamente a los hechos de la información. 

La Sala del TS tiene declarado que el derecho de rectificación no se configura en la 
Ley Orgánica 2/1984 como un derecho de réplica, que permita rebatir críticas 
consistentes en opiniones y juicios de valor. No obstante, es difícil distinguir entre 
hechos y juicios de valor en determinadas circunstancias y, es preciso realizar un juicio 
de ponderación que determine qué 
elemento tiene mayor peso, para lo cual es preciso valorar la relevancia o el peso de 
las palabras, frases o párrafos cuestionados en el conjunto del escrito, atendiendo no 
solo a la extensión que la parte cuestionada represente en el conjunto del escrito de 
rectificación, ya que un predominio de las opiniones sobre los hechos sí sería 
determinante de la improcedencia de su publicación, sino también a su relación con 
los hechos, al elemento preponderante en el conjunto de la rectificación y, muy 
especialmente, por un lado, a la mayor o menor precisión de la información que se 
quiere rectificar, ya que no puede exigirse a quien rectifica una precisión 
mucho más rigurosa que al informador, y, por otro, a la gravedad de las imputaciones 
y descalificaciones contenidas en el texto que se pretenda rectificar. 

Ahora bien, el órgano judicial debe tener presente que, si bien la rectificación no 
entraña una réplica entendida como un derecho de respuesta en sentido amplio debe 
reconocerse que sí contiene la facultad de contestar las deducciones basadas en 
hechos, o las valoraciones formuladas sobre la base de la exposición de determinados 
hechos, siempre y cuando quien ejerce el derecho de rectificación base la exposición 
de su versión también en un relato fáctico, que puede coincidir o no con el expuesto en 
la información controvertida. El significado implícito de un relato fáctico, las 
insinuaciones basadas en una determinada descripción de hechos o los juicios de 
valor u opinión implícitos en la narración de una determinada base fáctica también 
deben poder ser contestadas con el ejercicio del derecho de rectificación, siempre y 
cuando esa rectificación tenga como eje fundamental y, por tanto, como elemento 
predominante, la contestación de la base fáctica contenida en la noticia que se 
pretende rectificar y la presentación de una noticia constituye por lo general el 
resultado de una reconstrucción o interpretación de hechos reales, en la que 
intervienen distintos factores, que pueden conducir a versiones dispares sobre una 



misma realidad. Desde este prisma, la configuración normativa dada al derecho de 
rectificación permite que la persona aludida aporte su propia versión de los hechos en 
salvaguarda de su honor y patrimonio moral, ofreciéndola para su contraste con 
aquellas otras versiones vertidas en el mismo espacio público informativo a efectos de 
la pertinente formación de la opinión pública. 
 
           Salvo mejor opinión 


